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29 de abril del 2022. 

 

 

LA DISPUTA POR EL LITIO EN MÉXICO:  

BIPOLARIDAD POLÍTICA, PERO UNIDAD ECONÓMICA 
 

 

El pasado 20 de abril se publicó en el Diario Oficial de la Federación1 el Decreto por el que 

se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Minera, todas ellas, modificaciones 
que se hacen para que la exploración, explotación, beneficio y aprovechamiento del litio, corra 

a cargo del Estado, mediante un organismo público descentralizado2. Ante esto, y frente al 

escenario de encono dicotómico que, desde la clase empresarial, los partidos y el gobierno 
se ha impulsado, desde la REMA queremos decir lo siguiente: 

Que frente a todo lo que debe abrogarse de esta Ley, el gobierno decidió mantener el carácter 
sumiso ante el mercado y ante el modelo extractivo con el que fue diseñada en 1992. Para 
empezar, este decreto continúa legalizando el saqueo, el despojo a comunidades, la 
destrucción de la naturaleza y los gravísimos daños a la salud que ocasiona día tras 
día la minería en México. Además, las modificaciones que aprobaron, si bien cambian el 
sujeto que puede explotar uno de los minerales, el litio (y, como se enuncia en el Artículo 10, 
“los demás minerales declarados como estratégicos por el Estado”), lo hace sin poner un 
mínimo de cuestionamiento al modelo de operación del neoextractivismo para obtener lo que 
hoy, se dice, es un mineral “estratégico”. 

Sabemos que el litio es un mineral fundamental para lo que desde las empresas y los Estados 
llaman la transición energética. Sabemos que, por esto, este mineral, tan sólo en los últimos 
tres meses de este año, ha incrementado su valor en un 250%. Pero sabemos también los 
gravísimos daños sociales y ambientales que han dejado la explotación de este mineral en el 

mundo3 y por ello, desde la REMA, llamamos a la sociedad a debatir más allá de las narrativas 

dicotómicas y simplistas sobre lo público y lo privado, impuestas por los partidos políticos, 
empresas y algunos medios de comunicación. Desde la REMA nos parece urgente poner en 
la mesa lo que consideramos es el verdadero fondo que como sociedad debemos discutir de 
este asunto: las causas y consecuencias del modelo extractivo (sea quien sea la instancia 
que lo promueva) y sobre el supuesto “modelo de desarrollo” que se impulsa a partir de toda 
la destrucción que causa el primero. 

 

 

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5649533&amp;fecha=20/04/2022 

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lmin/LMin_ref05_20abr22.pdf 

3 https://ejatlas.org/featured/met_america 
 https://cl.boell.org/sites/default/files/2020-12/Libro%20Salares%20Andinos%20OPSAL.pdf 
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¿Qué dice esta reforma? Esta reforma a la ley minera, como se ha dicho, no nacionaliza el 
litio que es un mineral que, en el subsuelo, como los otros, ya era considerado propiedad de 
la nación. Lo que sí hace esta reforma es crear una excepción para que la exploración, 
explotación, beneficio y aprovechamiento del litio, a diferencia de la mayor parte de los 
minerales, corra a cargo del Estado. Sin embargo, esto no implica la eliminación de las 
concesiones otorgadas, ni la expropiación a las empresas que ya están operando. Esta 
reforma tampoco niega que la explotación, beneficio y aprovechamiento del litio vaya a ser 

realizada de manera exclusiva por el Estado4, sino que abre la posibilidad de que la empresa 

pública y descentralizada que se conforme para administrar estas actividades se pueda 
asociar con capitales, nacionales o extranjeros, para tal fin. Así es como tanto las empresas 
extranjeras que ya tienen concesiones, como aquellas nacionales que seguramente estarán 
ávidas de sumarse al botín, podrían terminar de la mano del Estado en esta actividad. 
Empresas como Peñoles (de los Bailleres), Frisco (de Slim) y Grupo México (de los Larrea), 
empresas sobre las que penden grandes exigencias de rendición de cuentas, remediación de 
daños, y señalamientos sobre crímenes, podrían sumarse a este festín. Eso sí, en compañía 
de la instancia creada para tal fin por el Estado.  

 

Para identificar posibles yacimientos de litio, que podrían, más adelante, ser explotados por 
el organismo público descentralizado que se pretende crear, el Servicio Geológico Mexicano 
(SGM) llevará a cabo trabajos de prospección en 82 localidades de 18 estados de la república 
(Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Durango, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Morelos, 
Nuevo León, Oaxaca, Puebla, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Veracruz, y 
Zacatecas). ¿Qué pasará con las comunidades donde se encontrarán cantidades suficientes 
de litio para ser explotadas? Seguramente el gobierno desplegará todas sus fuerzas para 
avanzar con esos proyectos, sin importar lo que opinan las comunidades locales, acelerando 
y/o brincándose los permisos necesarios, manejando información a modo, como está 
pasando ahora con otros proyectos emblemáticos de la 4T como el Corredor Interoceánico o 
el Tren Maya. Existe también el grave riesgo que se lleven a cabo procesos de 
expropiaciones, bajo la noción de utilidad pública, o bajo un estandarte de que es por el 
beneficio del pueblo mexicano y para la soberanía energética nacional.  

 

Además, vale la pena precisar que la mayoría de los estados donde el SGM llevará cabo 
trabajos de prospección para una posible explotación de litio sufren actualmente de un grave 
estrés hídrico y de problemas de escasez y contaminación del agua. Uno de los principales 
impactos de la explotación del litio denunciados por los pueblos de la región de los salares 
andinos de Sudamérica es justamente la alta cantidad de agua que requiere el proceso de 
evaporación ligado a la extracción de litio en salares o salmueras. Por esta razón la extracción 
del litio ha sido denominada “minería del agua”. Ciertos estudios realizados en el salar de 
Atacama señalan que “Para producir una tonelada de litio se evaporan 2 millones de litros de 

agua desde las pozas, es decir, 2 mil toneladas de agua que no es posible recircular”5. 

Provoca graves modificaciones sobre los sobre los flujos de aguas subterráneas y existen por 
ahora pocos estudios de los impactos que eso genera sobre ecosistemas tan frágiles y 
complejos como son los salares y lagunas. ¿Cómo se puede hablar de un decreto y una 
propuesta “en favor del pueblo mexicano” cuando pondrá en peligro uno de sus bienes 
más importantes y, tal vez, el más vital, como lo es el agua?  

 

4 El artículo 10, sólo menciona “La exploración, explotación, beneficio y aprovechamiento del litio quedan 

exclusivamente a cargo del Estado, y se llevarán a cabo por el organismo público descentralizado que determine 

el Ejecutivo Federal en términos de las disposiciones aplicables…” 

 5 https://dialogochino.net/es/actividades-extractivas-es/35354-oro-blanco-la-violenta-disputa-por-el-agua/  

https://dialogochino.net/es/actividades-extractivas-es/35354-oro-blanco-la-violenta-disputa-por-el-agua/
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El decreto precisa que será “deber del estado proteger y garantizar la salud de los mexicanos, 
el medio ambiente y los derechos de los pueblos originarios, comunidades indígenas y 
afromexicanas”. Se supone que este deber del Estado hacia su población ya es un hecho 
marcado por la Constitución y no debería hacer falta un nuevo decreto para aplicarse. 
Además, el hecho que sea una paraestatal no garantiza en absoluto que se respetan esos 
aspectos. Sobran los ejemplos de los graves impactos provocados por proyectos de PEMEX 
o de la CFE, así como ejemplos de desinformación, imposición y criminalización que siempre 
han usado para promoverlos, tanto como los que emplean las empresas privadas.   

 

¿Qué no toca esta reforma? La minería ni al modelo extractivista a través del cual opera no 
son modificados en lo más mínimo. La 4T y los demás partidos políticos en el gobierno evaden 
la exigencia de justicia que, de pueblos Indígenas, comunidades campesinas, individuos 
ciudadana/os y organizaciones hacemos frente a las actividades mineras. Niegan la 
oportunidad de iniciar un replanteamiento de fondo que no tome como único camino la 
explotación de minerales, y su puesta en circulación dentro mercado, para beneficio del 
modelo económico impuesto. Todos los partidos y empresarios dicen que el litio es 
estratégico para el proceso de Transición Energética, pero no se cuestiona: Transición 
energética ¿para qué? ¿para quién? y ¿a costa de qué? 

 

Tampoco existe discusión de fondo sobre el destino y los usuarios finales del litio. 
Actualmente el 88% del crecimiento de la demanda de litio se relaciona con la fabricación de 
coches eléctricos. En México, desde varias décadas han sido claros los impactos ambientales 
y la explotación laboral relacionadas con la actividad automotriz, ligados a la lógica de 
externalización de costos implementados por EEUU o más recientemente por ciertos países 
asiáticos. Ampliar el modelo y la frontera extractiva en México, y los impactos relacionados, 
para generar insumos destinados a ser exportados y consumidos en otros países, cuestiona 
la supuesta soberanía nacional aclamada con este decreto. La narrativa dominante de la 
necesidad del litio para vehículos eléctricos no permite, además, cuestionar este modelo de 
transporte individualista y elitista. Permite seguir posicionando falsas soluciones tecnológicas 
al posible reemplazo del petróleo (gas mediante fracking, minerales estratégicos, minería 
submarina, hidrogeno) sin cuestionar ni cambiar el modelo económico capitalista basado en 
actividades extractivistas, maquiladoras y explotadoras. La transición energética que 
proponen, es una transición de mercado, tecnología y capitalismo rapaz que empodera, 
enriquece e incrementa las desigualdades.  

 

Por otro lado, el decreto no hace nada para liberar el estado de la estructura neoliberal a la 
cual se ha ligado con la firma de tratados de libre comercio y otros acuerdos de inversión 
internacional, como el Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP) que incluye Canadá o el 
Acuerdo de Protección y Promoción Recíproca de Inversiones (APPRI) entre México y China 
para nombrar solamente dos, que compromete la soberanía del estado a los intereses y los 
caprichos del capital transnacional que ahora amenaza con actuales y futuras demandas por 
decisiones como esta. Si bien el discurso gubernamental promete cancelar los permisos para 
privados que pasará por ejemplo con el proyecto minero de Bacanora en Sonora, adquirida 
por la poderosa empresa china Ganfeng Lithium, quien controla actualmente la mitad de la 
producción mundial de litio y quién seguramente no se saldrá tan sencillamente de este 
jugoso negocio. Actualmente, existen distintos mecanismos para que las empresas puedan 
recurrir a tribunales de arbitrajes privados como el Centro Internacional de Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) del Banco Mundial, aplicando el mecanismo de 
Solución de Controversias entre Inversionistas y Estados. Esos mecanismos son permitidos 
por los 14 Tratados de Libre Comercio (TLCs) que México ha firmado con 50 países y los 30 
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Acuerdos para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones (APPRIs)6.Tratados 

que han sido en ciertos casos reafirmados por el gobierno de la 4T y sobre los cuales no 
existen el mismo supuesto discurso crítico cuando, de fondo, son los mecanismos que 
realmente ponen en jaque una posible soberanía nacional.  

 

La auto-llamada 4T no ha respondido a la demanda de alto a la minería que desde muchas 
organizaciones sociales hacemos, ni ha respondido a la exigencia de justicia por la 
persecución, crímenes y daños que la minería ha generado en el país. Actualmente, existen 
poco más de 24 mil concesiones mineras vigentes y la superficie concesionada para 
esta actividad es aproximadamente de 17 millones de hectáreas, lo que corresponde al 
8.63% del territorio nacional. Por su parte, la SEMARNAT ha continuado en este sexenio 
con la autorización de proyectos de exploración y explotación minera. 

 

Las y los afectados por la minería exigimos que se entienda que es el modelo extractivo la 
causa verdadera del problema, independientemente si la empresa es de capital Estatal, 
público, privada. Las y los afectados por la minería decimos NO a la exploración, explotación, 
beneficio y aprovechamiento del litio y de los demás minerales. La verdadera utilidad pública 
de los mismos, es la determinación de dejarlos en el subsuelo. 

 

 

POR TERRITORIOS LIBRES DEL MODELO EXTRACTIVO 

 

ALTO A LA DEVASTACIÓN DE LA ACTIVIDAD MINERA 

 

 

 

 

 

RED MEXICANA DE AFECTADAS/OS POR LA MINERÍA 

 

 
6  https://www.gob.mx/se/acciones-y-programas/comercio-exterior-paises-con-tratados-y-acuerdos-firmados-con-
mexico  

https://www.gob.mx/se/acciones-y-programas/comercio-exterior-paises-con-tratados-y-acuerdos-firmados-con-mexico
https://www.gob.mx/se/acciones-y-programas/comercio-exterior-paises-con-tratados-y-acuerdos-firmados-con-mexico

